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Prólogo

			Este libro nació un año antes de que el horizonte político permitiese vislumbrar una derrota electoral del Frente Amplio, aunque su génesis estuvo en el perceptible clima de disconformidad social —o de hartazgo— ante ciertos estilos del discurso dominante entre los dirigentes de izquierda.

			La interrogante que dio el puntapié inicial es simple de enunciar, pero difícil de responder: Si los sindicatos son la única «institución» de la que disponen los asalariados para mejorar sus condiciones de trabajo, ¿por qué tienen tan poca aprobación ciudadana?

			⁂

			Para comprobar esa poca aprobación basta con ver las encuestas de opinión pública y su desarrollo en el tiempo: según el Latinobarómetro del 2018,1 los sindicatos reciben «mucha confianza» y «algo de confianza» —sumadas— de solo el 34 % de la población.

			Veinte puntos menos que los bancos (54 %), aunque 13 más que los partidos políticos (21 %). Pero sobre todo 28 puntos menos que las Fuerzas Armadas (62 %), 25 menos que la Policía (59 %) y 18 menos que las ONG (52 %), respecto de todas las cuales por algún motivo los sindicatos uruguayos se sienten un actor social más relevante.

			Siempre se puede discutir sobre el vaso medio lleno o medio vacío, pero en una época en la que muchos se llenan la boca, destacando el alto nivel de sindicalización que habría en el país, llama la atención esa aparente contradicción.

			Con una población económicamente activa del 57 % —datos de cierre del 2019—, es decir, de casi 2 millones de personas —más un 11,4 % de personas jubiladas, extrabajadoras y miles de ellas aún adherentes a su gremio—, los dirigentes sindicales afirman que 400 mil estarían afiliadas al Plenario Intersindical de Trabajadores – Convención Nacional de Trabajadores (PIT-CNT).

			¿Condice una alta tasa de sindicalización con un bajo prestigio? ¿Qué pasa en la relación entre el sindicalismo y la ciudadanía?

			La interrogante se puede enunciar de otra manera: si el trabajo articula nuestra vida de cada día y los lugares que ocupamos en el entramado social, así como el valor simbólico que el colectivo nos otorga, ¿por qué tiene tan mala fama ejercer la actividad sindical?

			⁂

			Para botón de muestra, alcanza una murga:

			Soy obrero y militante gremialista, 
y hace más de 20 años dirigente sindical; 
¡¡Compañero!!
Te compraste cuatro autos y 100 vacas, 
¡y hace más de 20 años que no vas a laburar!

			Agarrate Catalina 2019
(Música: «La Internacional»)

			⁂

			La investigación para este libro empezó intentando hacer un mapa del «estado de situación» del mundo sindical, lo que rápidamente se volvió el inicio del desafío: saber cuántos sindicatos existen, cuántos afiliados tienen, cuánta plata manejan y qué tipo de liderazgo ejercen sus dirigentes implicó zambullirse de cabeza en una zona plagada de oscuridades.

			⁂

			Para empezar a pensar es imprescindible tener un mapa básico de «la cuestión», y ese requisito se volvió un problema y un nudo difícil de desatar. No existe otra metodología periodística para enfocar un tema: contextualizar, clasificar, encontrar categorías. Analizar el universo elegido —en este caso el mundo sindical—, desde una mirada crítica, no puede significar otra cosa que tomarlo, detenerlo, abrirlo, observar cómo funciona, ver qué implicaciones y qué problemas tiene (parafraseando a un politólogo compatriota).

			Es decir: se necesita un piso básico —aunque insuficiente— para saber dónde pararse y cómo iniciar el camino, siendo conscientes que en la ruta se puede tener tanto buena suerte como mala suerte; que el proceso seguramente deparará descubrimientos y fracasos. Un piso mínimo imprescindible para encarar la paradoja del conocimiento: para buscar hay que saber qué se busca, porque de lo contrario es imposible encontrar. El conocimiento solo se basa en conocimiento previo. Y en busca del conocimiento previo emergió una realidad sindical que no es la que ciertos discursos pintan.

			⁂

			Este libro no hace el inventario de los méritos acumulados por el movimiento sindical uruguayo en su larga historia. Hay literatura de sobra al respecto. Toma como punto de partida la especificidad que nos hace atípicos a nivel internacional (una sola organización que reúne a todos los sindicatos), y se plantea preguntas sobre lo que nos legó esa historia de éxitos: el ejercicio de la democracia interna, la validez de los métodos, la representatividad de los dirigentes, la legitimidad que se atribuye el PIT-CNT como único agente de los trabajadores organizados. Revisar lo mejor de la historia del movimiento sindical, formulando preguntas desde el presente.

			⁂

			Lo primero que apareció fue la inmensidad del tema. Cada sindicato es autónomo del conjunto en su vida orgánica, sus decisiones, sus estrategias. El mundo sindical se parece más a un archipiélago que a un territorio, y cada sindicato es una isla en la que ocurren infinidad de dinámicas. Archipiélago que, como un puzle, solo de muy lejos tiene una forma nítida.

			Se hizo evidente entonces que este libro intentaría encontrar la mayor cantidad de piezas importantes, pero que el dibujo total sería incompleto. Ni los dirigentes sindicales nacionales ni los académicos especializados en el tema conocen el puzle íntegro, porque esa es la contracara de la autonomía, que no obliga a ningún sindicato a formalizar sus datos. Un solo libro nunca podría hacer el mapa completo, y la vida siempre es más imprevisible y rápida que el análisis.2

			⁂

			Lo segundo que emergió fueron las patologías, las oscuridades. No solo porque ellas ocuparon un lugar preponderante en los medios de comunicación a partir del año 2013, sino sobre todo porque provocaron una gran conmoción al interior del propio mundo del trabajo: la corrupción en la Administración de los Servicios de Salud del Estado protagonizada por dirigentes sindicales, el caso de las viviendas sindicales que hasta la actualidad se litiga en seis expedientes judiciales,3 la denuncia contra el sindicato del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay (INAU) y contra alguno de sus dirigentes por violación de los derechos de los jóvenes internos.

			El sindicalismo uruguayo era una excepción… que empezó a tener zonas de sombra.

			⁂

			Lo tercero fue el secretismo sobre algunos temas, en particular el del dinero. Y no es posible hablar de poder —poder hacer, poder influir, poder determinar— sin hablar de dinero, como no es posible hablar de legitimidad sin hablar de comportamientos.

			¿Se vive como se piensa o se piensa como se vive?

			¿Se puede ser dirigente sindical cobrando sueldo por ello, sin ir a trabajar y accediendo a bienes y servicios que un sueldo promedio no alcanzaría a pagar? ¿Cuándo y ante quiénes se rinden cuentas del uso de las prerrogativas sindicales? ¿Se puede ser dirigente sindical y jerarca, dirigente sindical y empresario, dirigente sindical y político? ¿Se puede ser dirigente sindical y habilitar la contratación de toda la familia?

			El tema es socialmente relevante porque el todo —y muchas de sus partes— recibe dinero público así como también dinero internacional, y varios de sus integrantes ocupan lugares de representación en el aparato de Estado, que pertenece al conjunto de la sociedad. Rendir cuentas ante la sociedad (y no solo ante sus afiliados), con una periodicidad predeterminada, debería ser una práctica democrática básica de todos los sindicatos.

			⁂

			Lo cuarto es sin duda lo más intrincado y lo más evidente a la vista: la llegada del Frente Amplio al gobierno no solo modificó de manera radical las relaciones laborales y su marco legal e institucional (recuperando en algunos casos herramientas de vieja estirpe nacional), sino que inauguró el remedo plebeyo de lo que podríamos llamar la «puerta giratoria», largamente utilizada por los partidos Colorado y Nacional y el mundo empresarial —y en esta «nueva normalidad» a la vista—: hoy de un lado, mañana del otro.

			⁂

			Según estimaciones hechas por la academia de la Facultad de Ciencias Sociales, entre 100 —para los politólogos Luis Senatore y Fabián Carracedo—4 y 130 cuadros sindicales —para los sociólogos Marcos Supervielle y Mariela Quiñones—5 pasaron a ocupar roles dirigentes en el aparato de Estado o en los partidos integrantes de la coalición gobernante. Eso motivó además una renovación en el plantel dirigente que quedó en los sindicatos, lo que trajo nuevas estrategias y formas de acción así como nuevos temas, hasta no hace mucho ausentes de las reivindicaciones sindicales, como por ejemplo el lugar de las mujeres, la protección del ambiente, o el significado de la independencia política.

			La unidad en la diversidad, zócalo siempre frágil sobre el que se edificó la especificidad sindical uruguaya y buena parte de la historia popular del país, tiene en este 2020 nuevos actores para la unidad y otras diversidades para la amplitud.

			⁂

			Las relaciones laborales no son un tema menor a la hora de pensar el desarrollo económico de un país, y los especialistas (economistas, sociólogos, laboralistas) discuten la influencia de una dimensión en la otra. Porque crecimiento económico y bienestar social no siempre van de la mano. Se puede atravesar un período de bonanza económica y que en su transcurso no mejoren las condiciones de vida de los trabajadores. Una de las causas de esa paradoja —que Uruguay ya vivió durante la presidencia del padre del actual presidente— puede buscarse en las relaciones entre empresarios y trabajadores, en la actitud activa o prescindente del Estado, y en los mecanismos reales que hacen a la distribución de la riqueza de una nación, por cuya apropiación luchan las clases, aunque ya no se las llame así.

			La desigualdad se ha vuelto una herida abierta y sangrante que moviliza millones de seres en el mundo, porque es éticamente inaceptable, y las relaciones laborales son uno de los temas ineludibles en el combate por una sociedad justa.

			⁂

			Solo una advertencia: este libro es una investigación periodística; con sus virtudes y sus defectos, que cada lector y cada lectora sabrán juzgar. No es una investigación histórica porque para eso están los historiadores. Y tampoco es un saludo a la bandera de lo políticamente correcto.

			Creo que el periodismo de investigación consiste «en decir el lado malo de cada cosa, que del lado bueno se encarga la oficina de prensa, de la neutralidad los suizos, del justo medio los filósofos y de la justicia los jueces», al decir del periodista argentino Horacio Verbitsky.

			Y creo que la lectura crítica de la realidad sigue siendo la más necesaria de las lecturas para quienes luchan por una ética de la generosidad, el bienestar de todos y la igualdad de oportunidades.

			María URRUZOLA

			

			
				
					1. Véase: <http://www.latinobarometro.org/lat.jsp>.

				

				
					2. Dos grandes universos quedaron fuera de este libro por decisión autoral: los gremios de la educación y los de la administración del Estado, central y departamental. Sería necesario un libro para cada uno de ellos, porque tanto el nivel de formación de la ciudadanía como el tipo de aparato de Estado de un país son pilares determinantes de la calidad de su sistema democrático.

				

				
					3. Solo uno de ellos tuvo una sentencia en primera instancia en marzo del 2020.

				

				
					4. “Uruguay 2005-2014: cambio político y relaciones de trabajo”, Trabajo presentado en el V Congreso Uruguayo de Ciencia Política. Octubre del 2014.

				

				
					5. “Nuevo sindicalismo, nuevos sindicalistas. Efectos deseados y no deseados de las políticas laborales del Gobierno de Mujica en el mundo de los trabajadores”, Cahiers des Amériques Latines, n.º 77, 2014.

				

			

		


		
			
Micropolítica y militancia

			«Vemos así que en ese nivel de análisis de las formaciones de deseo en el campo social, nivel de la micropolítica, no funciona una lógica maniqueísta, a partir de la cual los “buenos” podrían hacer un agrupamiento programático entre sí para ir a atacar a los “malos”. En ese nivel, nunca se puede confiar definitivamente en un líder, en una organización, en un programa; es preciso, por el contrario, crear dispositivos para que la problemática esté siempre planteándose y replanteándose.

			Si hubiese que señalar la regla número 1 de la micropolítica, la número 1 y la única (una especie de parámetro de una analítica de las formaciones del inconsciente en el campo social) yo diría lo siguiente: estar alerta frente a todos los factores de culpabilización; estar alerta frente a todo lo que bloquea los procesos de transformación del campo subjetivo. Esos procesos de transformación que se dan en diferentes campos de la experimentación social pueden ser mínimos a veces y, sin embargo, constituyen el inicio de una mutación mucho mayor.»

			Félix GUATTARI

			Suely ROLNIK6

			

			
				
					6. F. Guattari y S. Rolnik (2005). Micropolítica. Cartografías del deseo. Petrópolis: Vozes.

				

			

		


		
			
1 
El olor del queso

			Uruguay gasta el 9,5 % de su PIB en salud. Es mucha plata.

			Las cifras de la macroeconomía son difíciles de plasmar en imágenes concretas (sobre todo a nivel individual), pero importa saber que es más del doble de lo que se destina a educación —que no alcanza el 4,5 % del PIB—, y más de quince veces de lo que se destina a vivienda (0,6 %).

			En salud estamos en el pelotón de cabeza del mundo, en educación en el pelotón del medio, y en vivienda mejor no averiguar.

			Según cifras oficiales del 2019, hablamos de unos 5.700.000.000 (cinco mil setecientos millones) de dólares. Y de acuerdo al Ministerio de Salud Pública, de ese 9,5 % del PIB, el 6,8 % es gasto público, y solo el 2,7 % es gasto privado. Es decir que el Estado invierte 3.876.000.000 (tres mil ochocientos setenta y seis millones) de dólares en salud.

			Repetimos: mucha plata.

			Ello puede iluminar en parte las razones por las que en el 2014 el país conoció el primer procesamiento de un alto dirigente sindical por conjunción del interés personal y el público.

			Hasta ese momento se hablaba del fenómeno bautizado como «empresarismo médico», es decir, adquirir el equipamiento necesario para ciertas prestaciones fuera de los ámbitos mutual y público y brindar el «servicio» a esos prestadores de salud. También de la «mercantilización» de los tratamientos (el negocio de los laboratorios), y hasta del «abuso» de los anestésico-quirúrgicos, quienes en el sistema mutual ganan, en 13 especialidades, la tercera parte del honorario médico total, y las otras más de 70 especialidades médicas ganan los otros dos tercios.7

			Pero a partir del segundo gobierno del Frente Amplio (FA) apareció lo que podríamos catalogar de «gestoría sindical»: en nombre de los trabajadores surgieron como hongos nuevas modalidades empresariales, con diferentes formas jurídicas pero cuyo denominador común era, en teoría, facilitar la obtención de empleos para trabajadores sin especialización, en lo posible afiliados a la Federación de Funcionarios de la Salud.

			⁂

			El 18 de julio del 2014 el juez penal especializado en crimen organizado, Néstor Valetti, procesó sin prisión al representante de los trabajadores en el directorio de la Administración de los Servicios de Salud del Estado (ASSE), Alfredo Silva, por un delito continuado de conjunción del interés personal con el público, y con prisión al encargado de la Comisión de Tercerizados de la Federación de Funcionarios de la Salud Pública (FFSP), Heber Tejeira (más conocido como Toshiba), por un delito continuado de cohecho simple en reiteración real con un delito continuado de conjunción del interés personal y público.

			Dicho en otros términos: ambos gestionaban la contratación y condiciones preferenciales para varias empresas con diversas formas jurídicas —sociedad anónima, unipersonal, asociación civil—, y se probó que alguna de esas empresas «pagaban» a Toshiba para lograr agilizar los trámites de cobro ante ASSE, para licitar conociendo los precios de la competencia y hasta para evitar conflictos sindicales. Como lo estableció el dictamen judicial, «resulta indiferente, para encuadrar su conducta en la figura delictiva prevista en el art. 161 del Código Penal […], el móvil por el cual actuaban de ese modo». En términos populares: el fin no justifica los medios.

			También fueron procesados ocho directivos de esas empresas, por delitos continuados de estafa y de cohecho. Es que no solo conseguían condiciones favorables de contratación, sino que además no cumplían lo estipulado en esos contratos y estafaban al Estado; por ejemplo, cobrando horas no trabajadas. Los «compañeros» no demostraron una especial ética de la tarea bien realizada.

			⁂

			Para poner en contexto el procesamiento de Silva y Tejeira, es necesario tener presente de qué hablamos cuando hablamos de ASSE.

			«Es el principal prestador del Sistema Nacional Integrado de Salud (SNIS), atiende en la actualidad a 1.353.000 usuarios con una dotación, a diciembre 2018, de aproximadamente 25.629 vínculos laborales, sin incluir los vínculos a través de Comisión de Apoyo y Patronato del Psicópata.8 El gasto total de ASSE casi se triplicó en el período 2005-2018, habiéndose incrementado en el orden de un 192 % en términos reales, pasando de $ 12.402 millones en 2004, a $ 36.187 millones en 2018, todo expresado a valores de 2018», dice la Rendición de Cuentas enviada al Parlamento en julio del 2019.

			Si en el rubro «vínculos laborales» se incluyen los que se pagan a través de la Comisión de Apoyo y Patronato del Psicópata, de los aproximadamente 1.000 millones de dólares que gasta anualmente ASSE el 61 % son remuneraciones. Pero no solo de sueldos se trata.

			Según surgió de la comisión parlamentaria investigadora sobre irregularidades en ASSE y sobre la estafa al Fondo Nacional de Salud (Fonasa), que sesionó durante todo el año 2018, los Servicios de Salud del Estado son los principales compradores de servicios médicos y servicios asociados —limpieza, traslados, camilleros, vigilancia, conserjería, lavandería, cocina—, muchos de los cuales se diluyen en la Rendición de Cuentas en el rubro «funcionamiento», que se lleva el 36 % del gasto total.

			De acuerdo a la denuncia presentada por el diputado Eduardo Rubio en la Cámara de Diputados para solicitar la formación de una comisión investigadora, el 23 % de los recursos de ASSE se gastan en las llamadas «tercerizaciones».

			Tan importantes y estructurales son que el sindicato tiene una comisión dedicada a estas.

			⁂

			No abordaremos en este libro los servicios médicos, sino apenas los servicios que podemos llamar «auxiliares», porque el propósito argumentado por la Federación de Funcionarios para «proteger» a ciertas empresas —generar empleos para los sectores menos formados de la población— resultó que tampoco era lo que se prometía.

			Hubo dos auditorías realizadas en ASSE, luego del procesamiento de Alfredo Silva. Una externa, a cargo de la firma Rueda-Abadi-Pereira y contratada por licitación abreviada,9 con el objeto de realizar el siguiente producto: «Análisis de la regularidad jurídica de los procedimientos llevados a cabo por las Unidades Ejecutoras (UE) de ASSE en todo el país, para la contratación de empresas tercerizadas, cuya ejecución contractual se realizó en el segundo semestre 2014». Otra interna, pedida por el Directorio de ASSE en julio del 2014, con el objeto de obtener información «sobre el proceso de las contrataciones y la situación de cumplimiento de las Empresas Tercerizadas, que están actualmente prestando servicios en las Unidades Ejecutoras de ASSE».

			⁂

			Ninguna de las dos tuvo mucho éxito institucional. En la externa, de las más de 70 Unidades Ejecutoras solo 29 presentaron información. De esas 29 unidades, 27 tenían irregularidades.

			En la interna, solo 20 unidades ejecutoras presentaron documentación. Todas tenían irregularidades. «Prácticamente todas las irregularidades se daban en las tercerizaciones», decía la denuncia del diputado Rubio en la que se pedía investigar.

			Una de las irregularidades más extendida refería a las garantías: los expedientes en los que se formalizaba la contratación de las empresas no mostraban acreditado el depósito legal obligatorio correspondiente a la garantía de fiel cumplimiento del contrato. Lo que es sinónimo de no tener garantías. Si la empresa no cumple su trabajo, no hay de dónde resarcir al organismo. Es una ecuación de perder-perder.

			También se comprobó que era usual esperar al vencimiento de los contratos sin llamar a una nueva licitación, por lo que generalmente se terminaba contratando en forma directa a la misma empresa en funciones, aun si la nueva «orden de compra» superaba ampliamente el monto autorizado como compra directa. Se violaba en forma reiterada lo establecido por la ley, y decía la denuncia parlamentaria: «llama la atención la repetición de los nombres de las mismas empresas en las diversas Unidades Ejecutoras de ASSE […] así como también la ampliación del contrato y su extensión a otras UE, a pesar de los incumplimientos, que generalmente vuelven a reiterar».

			Pero si al representante de la Federación de Funcionarios en el Directorio de ASSE no parecía preocuparle el daño sufrido «por la administración» —por aquello de que el Estado de todos al final no es de nadie—, las condiciones de contrato y trabajo de los «tercerizados» hubiesen debido, al menos, despertar la alarma gremial. No parece haber sido el caso.

			

			
				
					7. Datos del MSP, 2017.

				

				
					8. El resaltado es de la autora.

				

				
					9. Licitación n.º 112/2014.

				

			

		


		
			
Algunos fragmentos de las auditorías

			Hospital Vilardebó -UE 7

			La «Asociación APEX» (contratada) se encuentra inscripta como grupo 16/7 (educación no formal), no correspondiéndose con el grupo al que pertenece la actividad licitada 19/7 (Limpieza).

			La planilla de trabajo establece diferente valor-hora para la categoría auxiliares de servicio, de $64,19 y $ 94,02 para el mes de marzo; y $68,36 y $100,13 para el mes de julio.

			Los valores-hora de la planilla de trabajo ($64,19 y $68,36), son menores que los establecidos por el laudo. Para los restantes valores el monto abonado por la empresa ($94,02 y $100,13), es superior.

			La licitación establece que las medias horas de descanso y las horas de supervisores son de cargo de la firma adjudicataria, no pudiendo ser facturadas a ASSE. Sin embargo, se detectó que el Intendente valida esas horas incluyéndolas en el total de horas que facturan a ASSE, a partir de mail que recibe del Director Administrativo y Gerente Financiero.

			Los horarios de planilla de trabajo no coinciden con las marcas del reloj. Consta en el Libro único de trabajo la constancia de acuerdo entre los trabajadores y la firma sobre el régimen de trabajo y el descanso. Sin embargo, el acuerdo no se encuentra avalado por el MTSS- Decreto 680/077.

			En algunos casos el valor de la hora y la categoría que consta en el recibo de sueldo no coinciden con los registros en la planilla de trabajo. Hay valores horas de la planilla de trabajo que son menores a los establecidos en el laudo.

			Hospital Piñeyro del Campo -UE 63

			El análisis se centra en el mes de octubre de 2014. Los servicios contratados son limpieza (Rebollo Jorge, San Jorge) y vigilancia (Varela y Varela Segor).

			Algunas de las conclusiones de la auditoría:

			En la empresa de vigilancia no están firmados todos los recibos por los trabajadores y no tiene actualizada la planilla de trabajo en salario y categoría laboral de algunos de sus trabajadores. Incumplimiento en el descanso semanal en 5 empleados, que excedieron carga horaria semanal (horas extras) y se les abonó como HORAS SIMPLES.

			Hospital Saint Bois -UE 12

			De acuerdo con la información proporcionada a la auditoría, los servicios contratados son: de limpieza (SUAREZ FERNANDEZ MILTON-LA PROA), vigilancia (ONAMERICA S.A.) y mantenimiento (COTRASA).

			El grupo 19 subgrupo 07, no prevé una jornada especial sino que se aplica el régimen general de 44 horas semanales. Se constató que trabajan 48 horas semanales. Esto podría dar lugar a reclamos por horas extras.

			Los servicios de limpieza y vigilancia cuentan con un encargado por turno incumpliendo lo establecido en el pliego de condiciones, que exige tres encargados y tres supervisores con permanencia.

			El 55 % de los empleados incluidos en la muestra del mes de marzo de la empresa La Proa, no registran la media hora de descanso. Mientras que el 100 % de los empleados de COTRASA no registraron la media hora de descanso, en los meses de marzo y julio.

			Las medias horas de descanso y las correspondientes a empleados que realizan tareas administrativas figuran como horas a facturar, cuando no está previsto en el pliego licitatorio.

			Laudos mal liquidados, diferencias salariales para similar tarea, medias horas no gozadas, jornadas más extensas de lo acordado, no pago de determinadas partidas, tareas extras… la lista de incumplimientos laborales en las empresas tercerizadas que emergió de ambas auditorías, y que luego fue verificada por la comisión investigadora del Parlamento, es larga. El «compañero» Toshiba se encargaba de cobrar la «gestoría sindical», pero no parecía ocuparse de las condiciones de trabajo de los tercerizados, pese a presidir la secretaría respectiva.

			Pero el tema del dinero no se limitó al menosprecio por los fondos públicos. La vida demostraría que tampoco importaba el mal uso del dinero de la propia Federación. Es decir, el dinero aportado mes a mes por los afiliados al sindicato.

			En diciembre del 2014, con Alfredo Silva procesado sin prisión y Heber Tejeira preso, el XVI Congreso de la Federación de Funcionarios de Salud Pública aprobó realizar una auditoría interna de las finanzas del gremio, con la ayuda del Instituto Cuesta Duarte del PIT-CNT. El clima de debate fue bastante tenso y una de las resoluciones evidenció lo que muchos militantes pensaban sobre el uso del dinero. Para muestra basta un botón: «Bajar los viáticos de los dirigentes al sueldo mínimo del sector ($12.000); celulares libre solo para presidente y secretario; y ampliar a todos los afiliados el uso del Hotel en Punta del Este».

			El periplo de la auditoría sindical es de por sí una ilustración de los problemas que anidan en el gremio de funcionarios de la salud pública. El Congreso designó con nombre y apellido a cuatro personas para constituir la Comisión de Auditoría, a las que se sumaron tres integrantes de la Comisión Fiscal y una persona designada por el Instituto Cuesta Duarte. Pero conseguir la información no resultó tarea sencilla, y uno de los escollos resultaría ser el propio contador de la Federación, Carlos Rocumpaj, responsable de finanzas. En octubre del 2015, respondiendo a una pregunta sobre los préstamos que la Federación hacía con regularidad a ciertos dirigentes, el contador envió una nota a la Comisión de Auditoría diciendo que «el detalle que ustedes nos adjuntan es información interna de finanzas para verificación de saldos pendientes. Desconocemos las formas y las razones por las que una copia de estos papeles de trabajo interno está en la Comisión de Auditoría».

			Los «papeles de trabajo» que el contador no consideraba pertinente que llegaran a manos de la Comisión de Auditoría era una lista de muebles comprados para una de las integrantes de la Comisión Fiscal del sindicato, por un total de 49.051 pesos, que serían descontados de su viático de «representación» sindical, al ritmo de 1.000 pesos por semana. Casi un año de plazo.

			La Comisión de Auditoría envió una carta al presidente y secretario general de la Federación calificando de «respuesta impertinente» la carta del contador y exigiendo que el área de finanzas elaborara «un detalle con la composición de saldos de los deudores al 31/10/2014, por un importe de 124.571. […] No es potestad del contador evaluar qué información corresponde ser entregada».

			No se puede decir que el diálogo interno fuera fluido.

			La Comisión de Auditoría realizó dos informes. El primero está fechado el 20 de julio del 2015, y el segundo el 8 de diciembre del mismo año. Además, hubo cuatro notas enviadas al presidente (Pablo Cabrera) y secretario general (Martín Pereira), solicitando las actas de la dirección nacional («autentificadas y firmadas») comprendidas entre los años 2011 a 2015, y la «convocatoria al Secretariado Nacional a la mayor brevedad». Las notas fueron enviadas el 23 de julio del 2015, el 7 de agosto del 2015, el 18 de enero del 2016 y la última el 9 de febrero del 2016. Siete meses reclamando una reunión de Secretariado. Sin éxito.

			Tampoco se puede decir que la Federación fuese ágil en su funcionamiento.

			En los informes elaborados finalmente para presentar ante el Congreso de la Federación se vislumbra un universo de apropiación arbitraria del bien común en beneficio de algunos dirigentes, además de una administración bastante caótica del dinero. Ejemplos:

		


		
			
1) Gastos de representación percibidos por Alfredo Silva

			«Según el informe remitido a esta comisión por parte del contador Carlos Rocumpaj el día 15/7/2015, los pagos a Alfredo Silva como Dirigente Nacional por concepto de gastos de representación, desde el 29/11/2008 al 17/07/2014 fueron por un importe total de $ 1.581.698. En setiembre de 2008 Alfredo Silva asumió como director en ASSE en representación de los trabajadores dejando el cargo de Secretario General de la FFSP».

			Es necesario recordar que como director de ASSE, Silva recibía un sueldo de alrededor de 100 mil pesos, más beneficios —como auto con chofer, dos adjuntos y dos asistentes—, a lo que agregaba los 25 mil pesos mensuales promedio que cobraba en el sindicato.

		


		
			
2) Compras realizadas en Polakoff y CÍA. SA


			En el período de diciembre del 2010 a mayo del 2015, las compras ascendieron a un total de $ 4.336.778. Y dice el texto elaborado:

			«Según lo informado por escrito por este proveedor, en cuanto a qué mercadería era comprada por la federación, la misma se clasifica en alimentos, bebidas como refrescos y alcohólicas, cigarrillos, artículos de limpieza y tocador, juguetes, vestimenta, mobiliario y electrodomésticos.

			De esto se concluye que fueron pagos por la federación […] incluidos en la cuenta corriente de la federación, entre otros, artículos que por su naturaleza no corresponden ni al giro ni a los servicios proporcionados por la Colonia de Vacaciones de Punta Ballena, ni por la Federación en general. Por lo tanto se desconoce el propósito de la compra de los mismos y el motivo de la autorización del gasto ocasionado».

		


		
			
3) Préstamos a dirigentes

			«Período: 2011 a 2014

			De los informes contables en poder de la Comisión se puede observar que se han otorgado préstamos en efectivo a los siguientes integrantes de la dirección nacional, por un total en todo el período de:

			D. Requelme	$ 20.000
Heber Tejeira	$ 109.000
Beatriz Fajián	$ 125.000
Alfredo Silva	$ 130.000
J. Acosta		$ 40.000
Martín Pereira	$ 16.000
Pablo Cabrera	$ 45.000 (Según documento interno n.o 3237 este préstamo habría sido otorgado a Alfredo Silva. Se adjunta fotocopia).»

			⁂

			«[Los préstamos] son por lo general descontados en cuotas semanales del importe a cobrar por los dirigentes del gasto de representación [$ 1.000 por semana].

			La documentación proporcionada a la Comisión por este concepto es hasta la fecha 29/05/2014. Los préstamos inferiores a $ 4.000 aquí no se detallan.

			No se puede hasta el momento determinar importes de saldos de deudas con la federación por ser incongruentes los saldos contables expresados en los libros auxiliares. Es decir que debido a la carencia de información veraz no se ha podido determinar la devolución total o parcial de dichos montos prestados».

			⁂

			Los informes también analizan los viajes de dirigentes (más de 4 millones de pesos en cuatro años) y los viáticos no respaldados ni devueltos; un adicional de cuota sindical de 0,55 % para construir más cabañas en la Colonia de Vacaciones y el destino incierto de los 57 millones de pesos recolectados, ya que las cabañas no fueron construidas; los gastos realizados por la Colonia de Vacaciones con decenas de miles de pesos sin respaldo documental (17 % del total), o respaldo irregular (37 % del total); la compra de computadoras y celulares para dirigentes e integrantes de comisiones que luego estos pagan en cuotas (descontadas de sus viáticos); la existencia de cinco préstamos solicitados por la Federación al Banco República sin expresión de motivos; pagos de cursos a dirigentes sin comprobantes de su realización o devolución de los montos; pago de los honorarios del abogado penal que defendió a Alfredo Silva por $ 262.349; más de 1 millón de pesos gastados en un proveedor llamado Servifiestas, entre el 2011 y el 2014, por concepto de «lunch»…

			No se puede decir que el ambiente de la Federación en los años analizados haya sido de lucha de clases.

			Pese a las evidencias, el Congreso realizado a fines de octubre del 2016 decidió, por una diferencia de 40 votos, «archivar» esos informes y dar vuelta la página. En contra de todos los valores preconizados durante su historia por el movimiento sindical: rendición de cuentas, honestidad, manejo estricto de los fondos sindicales.

			La mayoría del Congreso se negó a enviar las auditorías a la justicia especializada en crimen organizado, como solicitaban algunos delegados, y un comunicado publicado en Facebook informó del «cierre de un tema tan delicado y doloroso como fue la auditoría».

			Archívese. Y olvídese.

			¿Repítase?

		


		
			
2 
Las reglas de la sana crítica

			El video de nueve minutos y siete segundos sigue colgado hasta el día de hoy en YouTube.10 Una cámara de vigilancia registra, sin sonido, lo que desde hacía años venían denunciado los familiares de los jóvenes internados en el INAU con medidas de seguridad: un sistema general de malos tratos —eufemísticamente llamados así— y abuso de poder de parte de los funcionarios hacia los internos.

			⁂

			Un grupo de funcionarios —hombres, en su mayoría, pero también algunas mujeres— ingresan al módulo C del Centro de Privación de Libertad (Ceprili), una de las cárceles del Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente (Sirpa) dependiente del INAU, para «reducir» a dos jóvenes que un minuto antes habían levantado y roto una tapa de una cámara de piso, y con los pedazos de cascote golpeaban las puertas de rejas llamando a la guardia, que hubiese debido estar pero que llevaba más de dos horas ausente, dejándolos encerrados a todos.

			En el video se adivina que los funcionarios que aparecen ordenan a los dos jóvenes soltar las piedras antes de abrir la reja, cosa que ambos hacen, y por eso mismo resulta impactante la forma en que los «reducen» al entrar al patio del celdario: a uno lo agarran de los brazos para ponerle las esposas y tirarlo al piso, pero al otro directamente del cuello, y en el envión lo derriban e incluso alguno de los funcionarios se le arroja encima. Esposados y de cara al piso, les siguen pegando. Todo ese violento forcejeo durante 30 segundos, y mientras tanto continúan entrando funcionarios: 35 en total.

			⁂

			«El video es profundamente perturbador», dijo la relatora sobre los Derechos de la Niñez de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos de la Organización de los Estados Americanos, luego de que las imágenes —filtradas por manos anónimas— fueran difundidas el 5 de agosto del 2015 por dos medios de comunicación uruguayos.

			La filmación no es solamente chocante: denota sin necesidad de palabras los usos y costumbres de los funcionarios del INAU. Nueve minutos de un reality que durante años los familiares, los organismos de derechos humanos y cierta prensa venían denunciado: el maltrato sistemático a los jóvenes privados de libertad, a cargo del Estado. Lo que una de las convenciones de la Organización de las Naciones Unidas —ratificada por Uruguay— califica como «tortura».

			Pero lo que más «denota», y sobre todo «connota», es que en el minuto tres del video ingresa al recinto el máximo dirigente del sindicato y también de la Confederación de Funcionarios del Estado (su presidente, y en ese momento, además, vicepresidente del PIT-CNT), Joselo López, y durante seis eternos minutos y siete segundos presencia con pachorra digna de una tarde de sol frente al mar, sin hacer el menor gesto, cómo sacan a otros jóvenes de sus celdas a golpes (la famosa «requisa»), cómo los tiran al piso y los patean, cómo usan un bomberito para gasear a dos que no querían salir. Nada de lo que allí ocurre lo sobresalta o lo sorprende. Como si fuese una jornada normal, aplicando métodos de trabajo normales.

			En su acusación, escribió la fiscal:

			Toma ubicación en lugar cercano a la puerta de una de las celdas y contempla desde allí todo el violento procedimiento en el cual se utiliza el extinguidor de fuego para retirar a los internos de sus celdas, las crisis respiratorias de ambos y la violenta reducción a la que se los somete y, pese a no corresponderle tarea funcional alguna en el interior del módulo, decide permanecer allí sin hacer observación alguna. […] Es de orden analizar si esa presencia y permanencia en el recinto —aunada a los restantes elementos que surgen de autos— resulta huérfana de voluntad y representación o si, por el contrario, y tal como se ha sostenido en el auto de procesamiento, es fuertemente reveladora de tales extremos. En tal sentido, y aún cuando José Lorenzo López Gonzalvez no tenía jerarquía funcional respecto a los funcionarios que llevaban adelante el irracional procedimiento, su presencia en el lugar —conocida por todos—, la notoriedad, autoridad y prestigio de los altos cargos sindicales que el encausado desempeñaba, su conocimiento sobre la finalidad de educación y rehabilitación cometida al Sirpa, su capacidad para apreciar la ilicitud de las conductas ajenas que se cumplían ante él y la ausencia de cualquier objeción de su parte respecto a la violencia que se desarrollaba ante sus ojos, resultan extremos que, valorados en su conjunto y a la luz de las reglas de la sana crítica, admiten ser apreciados razonablemente como elementos de convicción suficiente para establecer que su permanencia en el recinto revela una colaboración moral tendiente al refuerzo y el sostenimiento de las conductas ejecutivas ajenas. Tal atribución, que lo excluye como mero testigo de comportamientos ajenos, asoma reflejada por las propias declaraciones del encausado, el que posteriormente de cometido el delito expresó no haber notado ningún exceso en el procedimiento realizado por sus compañeros.11

			⁂

			El video, que hubiese debido borrarse a las 48 horas como norma, fue filtrado diez días después de los hechos desde dentro del organismo, colgado en la web de El Observador y emitido en el informativo Subrayado de canal 10. Si Uruguay estuviera en Europa, el anónimo que lo hizo sería llamado «lanzador de alertas». Como Edward Snowden.

			⁂

			La reacción fue inmediata y unánime, nacional e internacional. Un tsunami de condena.

			1-	La Institución Nacional de Derechos Humanos (INDDHH) presentó una denuncia penal.

			2-	Las jerarcas del Sirpa, del INAU y del Ministerio de Desarrollo Social (Gabriela Fulco, Marisa Lidner y Marina Arismendi, respectivamente) presentaron una denuncia penal.

			3-	Los legisladores y legisladoras del Frente Amplio (sesenta)12 emitieron una declaración pública «repudiando» los hechos mostrados por el video y reclamando que ese tipo de conductas «se tiene que terminar».

			4-	La Universidad de la República, a través de una carta firmada por su rector, Roberto Markarian, condenó la «violencia institucional contra adolescentes privados de libertad y a cargo del Estado» y exigió «una exhaustiva investigación» sobre el evento.

			5-	La Mesa Política del Frente Amplio catalogó de «acciones graves, condenables e injustificables» los hechos ocurridos.

			6-	El Directorio del Partido Nacional afirmó que los episodios que tuvieron lugar en la dependencia del SIRPA «ratifican el contenido de informes realizados por la Institución Nacional de Derechos Humanos, organizaciones no gubernamentales especializadas en los derechos del niño y de denuncias realizadas en comisiones parlamentarias, que expresan la existencia de violaciones de los DDHH en dependencias del INAU»; el Comité de los Derechos del Niño de Uruguay emitió un comunicado —firmado también por Madres y Familiares de Uruguayos Detenidos Desaparecidos, y su Coordinadora de Apoyo, Federación de Estudiantes Universitarios del Uruguay, Comité de los Derechos del Niño Uruguay, Proderechos, Casa Bertolt Brecht, Mujer y Salud en Uruguay, Cotidiano Mujer, Mujer Ahora, Ovejas Negras, Instituto de Estudios Legales y Sociales del Uruguay, Servicio Paz y Justicia Uruguay, Centro de Archivos y Acceso a la Información Pública, Vida y Educación, Defensa de Niñas y Niños Internacional, El Abrojo, SAI Arcoíris, Gurises Unidos, RebelArte, Agencia Voz y Vos, El Tejano, Luna Nueva, Red Uruguaya Contra la Violencia Doméstica y Sexual, Te Digo la Otra, Asociación Civil El Paso, Red Latinoamericana de Acogimiento Familiar, Instituto de Promoción Económico Social del Uruguay, Ciudadanías en Red, Comisión No a la Baja Flores, Comisión No a la Baja Salto, La Barca, Fundación Ricardo Zabalza, Fundación Justicia y Derecho—, recordando que ese tipo de hechos se repetían desde hacía 20 años y que eran una herencia del Terrorismo de Estado.

			7-	Blogs calificados de extrema izquierda (que algunos podían estimar «amigos» de un personaje como Joselo López) sacaron un comunicado conjunto repudiando los hechos, llamando al movimiento sindical a condenarlos y lamentando la posición de la Confederación de Organizaciones de Funcionarios del Estado, COFE (Jorge Zabalza por el blog Zurdatupa, Alberto Cabrera por el blog El Muerto, Alberto Vidal por el blog Noticias Uruguayas, Hugo Bruschi por el blog La vidriera Irrespetuosa, Ricardo Ferré por el blog Federación de Bases Patria Grande).

			Los famosos «hilos» de Twitter y los muros de Facebook no escatimaron condenas y epítetos —calificando de «patota» a los funcionarios que intervinieron— y, por si todo lo anterior fuera poco, aparecieron fotos de Joselo López veraneando con otros dirigentes de COFE en diversos lugares del mundo y con fondo de mares paradisíacos, así como varias pintadas en paredes cercanas a la sede del PIT-CNT con eslóganes del tipo «Joselo: no hay protocolo que termine en tortura» y «Si torturar es un trabajo, sos el primer trabajador. Joselo renunciá».

			Las referencias directas a Joselo López no respondían tanto a su presencia en las imágenes difundidas, sino a su inmediata justificación: dijo que la actuación de los funcionarios era una «modalidad de intervención establecida en los protocolos».

			

			
				
					10. Véase: <https://www.youtube.com/watch?v=CBCoba8lRf0>.

				

				
					11. Expediente 2-31878/2015. Juzgado Penal de 24.º Turno.

				

				
					12. Ernesto Agazzi, Óscar Andrade, Saúl Aristimuño, Alfredo Asti, Patricia Ayala, Gabriela Barreiro, Julio Battistoni, Andrés Berterreche, Cecilia Bottino, Daniel Caggiani, Marcos Carámbula, Felipe Carballo, Roberto Chiazzaro, Gonzalo Civila, Catalina Correa, Leonardo de León, Darcy de los Santos, Óscar de los Santos, Alfredo Fratti, Lilián Galán, Luis E. Gallo, Macarena Gelman, Pablo González, Oscar Groba, Nelson Larzábal, José Carlos Mahía, Enzo Malán, Ruben Martínez Huelmo, Constante Mendiondo, Jorge Meroni, Rafael Michelini, Sergio Mier, Orquídea Minetti, Constanza Moreira, Gonzalo Mujica, José Mujica, Manuela Mutti, Marcos Otheguy, Susana Pereyra, Darío Pérez, Daniel Placeres, Jorge Pozzi, Luis Puig, José Querejeta, Carlos Reutor, Silvio Ríos, Edgardo Rodríguez, Carlos Rodríguez Gálvez, Federico Ruiz, Sebastián Sabini, Alejandro Sánchez, Bertha Sanseverino, Mercedes Santalla, Víctor Semproni, Washington Silvera, Martín Tierno, Lucía Topolansky, Daisy Tourné, Javier Umpiérrez, Carlos Varela.
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